A continuación el texto del discurso pronunciado por el Secretario de Economía, Planificación y Desarrollo, ingeniero Juan Temístocles Montás, en el almuerzo de la Cámara Americana de Comercio de la República Dominicana, el miércoles 28 de octubre de 2009.
Señoras y Señores:

Comparezco por ante este respetable auditorio tocado por un inusual sentimiento de satisfacción personal, no sólo por la trascendencia del tema que nos proponemos abordar para el futuro del país, sino también porque somos conscientes de que durante décadas una parte importante del pueblo dominicano ha reclamado al liderazgo político nacional la adopción de planes con visión de largo plazo que, además de servir de guía a las decisiones y acciones gubernamentales, revirtieran el inmediatismo y la improvisación que tradicionalmente han caracterizado la administración del gobierno en el país, a todos los niveles. 

Precisamente quien les habla, durante una anterior intervención en este mismo escenario el 17 de octubre del 2007, expresaba: “Un distinguido intelectual dominicano, director del periódico Diario Libre, Don Adriano Miguel Tejada, decía recientemente en un trabajo publicado en dicho matutino, lo siguiente: El criollo vive el hoy, es cortoplacista. No mira más allá del fin de semana que viene, porque no sabemos lo que va a pasar. Un pueblo que vive de los instintos básicos, por tanto, no puede aspirar a que le prometan “sangre sudor y lágrimas”. Quiere el cielo y lo quiere ahora”.

Destacábamos entonces que entre las causas que provocan las brechas en el ingreso, la equidad y la institucionalidad, que nos separan de las naciones más prósperas y desarrolladas, se encontraba la visión cortoplacista a que hacía referencia el intelectual antes citado. Por lo cual, sólo un esfuerzo orientado a eliminar la tendencia al inmediatismo que impera en nuestros países podría  permitirnos superar las referidas brechas. Invitábamos a la dirigencia política dominicana a reflexionar sobre este tema en interés de superar la improvisación que tantas adversidades nos ha causado.

La ausencia de planes de mediano y largo plazo en el accionar del sector público ha dado lugar, desde el inicio mismo de la fundación de la República, a la adopción de medidas y políticas que se destacan por su carácter improvisado, en detrimento del bienestar colectivo, ya que la asignación de recursos del erario se realiza sin una carta de ruta concertada con la sociedad que defina claramente los objetivos nacionales, en un orden de prioridades, así como los medios de ejecución, y los correspondientes mecanismos de control y rendición de cuenta. 
Hablo de una carta de ruta concertada con todos los sectores de la sociedad dominicana. Hablo de la necesidad de una visión de país. Somos conscientes de que contar con una visión de país es un prerrequisito para el desarrollo y que la viabilidad de la estrategia de desarrollo de cualquier país aumenta en proporción a la participación y compromiso del mayor número de actores políticos, económicos y sociales. Cuando la visión de país es compartida por sus principales actores, se convierte en un valor nacional fundamental.

La inexistencia de esa visión de país ha afectado seriamente las posibilidades de adoptar políticas de Estado, es decir, lineamientos estratégicos cuyo compromiso y prioridad trasciendan el cortoplacismo de una administración de gobierno. Más aún, frecuentemente nos encontramos en situaciones en que no es posible medir la eficacia y eficiencia de las políticas, ni a asegurar su predictibilidad y coherencia, todas ellas características esenciales de las buenas políticas públicas. 

El presente Gobierno, a través del propio Presidente Fernández, ha manifestado su compromiso de apoyar y aportar el mejor esfuerzo para dotar al país de un plan estratégico, que formulado con rigor profesional y validado por un ejercicio de concertación democrática con la participación de todos los sectores de la vida nacional, permita superar el quehacer errante e incoherente que con frecuencia caracteriza las acciones de los gobiernos dominicanos.   

Ese sentir fue recogido también por los integrantes de la Asamblea Revisora de la Constitución, quienes no fueron indiferentes ante el imperativo de redefinir la inserción de la economía dominicana en los mercados internacionales para asegurar los recursos en divisas que permitan financiar nuestro crecimiento y desarrollo. De igual modo, los asambleístas se mostraron sensibles ante la necesidad de superar las carencias materiales en que viven importantes sectores de la población, viabilizar el acceso de toda la población a una educación de mayor calidad, a mejores servicios de salud y de seguridad social, entre otras conquistas de una sociedad moderna y justa. Por ello, en la nueva Constitución pendiente de proclamación, se elevó a la categoría de mandato constitucional la formulación y aplicación de un plan estratégico de desarrollo, estableciendo en el artículo 247 lo siguiente:

“Estrategia de Desarrollo. El Poder Ejecutivo, previa consulta al Consejo Económico y Social y a los partidos políticos, elaborará y someterá al Congreso Nacional una Estrategia de Desarrollo, que definirá la visión de la Nación para el largo plazo. El proceso de planificación e inversión pública se regirá por la ley correspondiente”.

Precisamente hoy estoy aquí para hablarles de la Estrategia Nacional de Desarrollo y de la Visión-País que proponemos a la sociedad dominicana para su discusión y enriquecimiento. Permítanme introducir el tema de la siguiente manera.
A partir de la caída de la dictadura de Trujillo, la República Dominicana inició un proceso de transformación de su vida política, social y económica, que condujo a la  configuración del país que conocemos hoy. Esta configuración ha sido, en parte, resultado de políticas explícitas de desarrollo y, en parte, consecuencia de la adaptación a los cambios que se generan externamente.

En estos casi cincuenta años, el mundo ha atravesado por cambios radicales que han tenido implicaciones trascendentales para la vida nacional en todos sus ámbitos: desde la Guerra Fría a la caída del muro de Berlín y la emergencia del multilateralismo; desde economías nacionales relativamente cerradas a los flujos de comercio e inversión, a la liberalización y globalización de los mercados de bienes, servicios y activos; desde las tecnologías análogas a la revolución digital y a la conformación de una sociedad del conocimiento; desde sociedades culturalmente más homogéneas al multiculturalismo generado por los flujos migratorios; desde un medio ambiente relativamente poco contaminado a la emergencia del calentamiento global y el cambio climático.

Ante estas mutaciones, la República Dominicana, en su proceso de transformación, ha ido adaptándose a las nuevas condiciones, respondiendo en ocasiones de manera proactiva y en otras reaccionando de manera inercial. Pasamos del monocultivo azucarero a la configuración de una estructura productiva más diversificada con mayor relevancia de la industria y los servicios. Del modelo de sustitución de  importaciones, a la apertura comercial y los tratados de libre comercio. De una sociedad rural a una sociedad urbanizada. De una nación con escasa emigración a una significativa diáspora dominicana asentada en el primer mundo. De un país de frontera controlada, a la presencia desbordada en su territorio de población extranjera indocumentada, básicamente haitiana. Del relativo aislamiento a la recepción anual de 3.5 millones de turistas. De un sistema político con fuerte influencia del poder militar a un sistema democrático pluralista con mayor apego a las normas institucionales, pero todavía con gravitación clientelar.   

Desde una perspectiva de largo plazo, en casi medio siglo, el pueblo dominicano ha logrado consolidar las libertades políticas y la democracia representativa. En el plano económico, el aumento del PIB per cápita en 3.9 veces ha permitido elevar el nivel de vida de la población e impulsar la emergencia de una importante clase media. No obstante, pese a estos avances, 34% de la población dominicana se mantiene en situación de pobreza y un 11% en indigencia y aunque se ha avanzado en materia de cobertura de servicios básicos, hay rezagos importantes en la calidad de estos servicios, especialmente en educación, salud y saneamiento. A su vez, el aparato productivo nacional no ha podido generar suficientes empleos de calidad que permitan ir reduciendo los altos niveles de informalidad laboral y elevar la productividad  y el salario real. Asimismo, esta estructura productiva se enfrenta a la necesidad de reencauzar las fuentes de sus ventajas competitivas ante la imposibilidad de competir sobre la base de bajos salarios. En el plano institucional, se registran déficits relevantes para la construcción de una relación fluida Estado-sociedad. Ciertamente, estas carencias condicionan lo que la población dominicana desea ser o tener en el futuro.

¿A qué aspira la población dominicana en los próximos veinte años? Si nos situáramos hipotéticamente en el 2030, ¿cuál tipo de sociedad habremos construido y legado a nuestros hijos y nietos?, ya cuando muchos de los presentes estaremos en el ocaso de nuestras vidas. ¿Sobre qué base material y sobre cuáles valores el relevo generacional deberá hacer su contribución a la construcción del futuro de la República Dominicana?

En una encuesta realizada a 2,048 hogares en abril del presente año, encomendada por la Secretaría de Economía, Planificación y Desarrollo como parte del proceso de levantamiento de información sobre las aspiraciones de la sociedad dominicana de cara a los próximos veinte años, se obtuvieron los siguientes resultados. En primer lugar emergen las aspiraciones vinculadas con la prosperidad en el orden económico, que se concretan en mayor crecimiento, generación de empleo y estabilidad económica. Más de un 50% de las respuestas hacía referencia a las aspiraciones de una mejor economía, más desarrollo, más y mejores empleos, estabilidad económica y mejores precios. En segundo lugar se ubican las aspiraciones relacionadas con el bienestar social, la educación, la equidad social y la igualdad de oportunidades. Alrededor del 20% de las respuestas conectaban con aspiraciones a menos pobreza, más comida, más igualdad y oportunidades, más seguridad, más y mejor educación, menos analfabetismo, más prosperidad y bienestar social.  En tercer lugar están las expectativas relacionadas con el logro de un Estado más organizado, que garantice justicia, seguridad, buen gobierno y menos corrupción.

Ante la pregunta de cuáles serían los principales principios o valores que deberían estar presentes para lograr el país deseado en el 2030, los valores mencionados fueron en su mayoría valores personales y morales, como honestidad, respeto, seriedad, responsabilidad, amor a Dios y al prójimo e integridad. También surgieron valores relevantes para la vida social y política, como es el valor otorgado al trabajo, la educación, la solidaridad, la justicia, la honradez administrativa, la seguridad ciudadana y el buen gobierno.  

Las aspiraciones de la población dominicana con miras al futuro necesariamente requieren la solución de problemas y preocupaciones que conciernen a las necesidades concretas más inmediatas y cercanas. Ante la pregunta sobre los tres principales problemas que deberían estar resueltos en el año 2030 para el desarrollo de su municipio, las respuestas aportadas por las dominicanas y dominicanos corresponden a una temporalidad más centrada en el presente que en el futuro. Así, las cinco principales necesidades están ligadas a construcción y arreglo de calles, disponibilidad de energía eléctrica, empleo, agua y educación. Lo cual revela que en la construcción del país a que aspiran los dominicanos y dominicanas, se deberán combinar soluciones a los asuntos más apremiantes de la deuda social acumulada, con respuestas estructurales a los retos de más largo plazo que tiene ante sí la nación dominicana. O sea, asegurar la gobernabilidad democrática y enfrentar simultáneamente los desafíos económicos, políticos, sociales y culturales que vienen de un entorno  mundial cambiante. 

Para convocar voluntades y lograr que efectivamente nuestros conciudadanos se sientan compromisarios en la construcción de un país que satisfaga sus aspiraciones, es necesario arribar a una Visión compartida del país que queremos, asumida por todos y todas y que sirva de brújula orientadora hacia donde queremos llegar.  La construcción de esa Visión-país toma en consideración lo que piensan los ciudadanos a partir de su cotidianidad y experiencia, pero también se fundamenta en el legado de propósitos e intenciones plasmados en los textos constitucionales y  legales, los planes sectoriales, programas de partidos políticos, así como propuestas formuladas por los distintos actores sociales. A partir de una exhaustiva revisión de este legado y del levantamiento de información primaria a través de encuestas y grupos focales, la Secretaría de Estado de Economía, Planificación y Desarrollo (SEEPyD) y el Consejo Nacional de Reforma del Estado (CONARE) presentan a la sociedad dominicana una propuesta de Visión-País, que resume lo que aspiramos ser en el futuro y sintetiza las aspiraciones en los planos económico, social, político, ambiental e institucional. Esta Visión-País proyectaría a la República Dominicana al llegar al 2030 como 

Un país próspero, donde se vive con dignidad, seguridad y paz, con igualdad de oportunidades, en un marco de democracia participativa, ciudadanía responsable e inserción competitiva en la economía global, y que aprovecha sus recursos para desarrollarse de forma innovadora y sostenible. 

Sin embargo, no bastaría con ponernos de acuerdo en torno a qué tipo de país queremos en el futuro. Para que sea realista, una visión-país debe ser factible y realizable, en caso contrario resultaría en una compilación de buenos deseos, pero sin mecanismos ni medios para llevarse a la práctica. 

Precisamente, entre las reformas legales del sistema de planificación y de la administración financiera del Estado efectuadas en el 2006, se promulgó la Ley de Planificación e Inversión Pública, que establece un conjunto de instrumentos de planificación de las políticas públicas orientadas a promover el desarrollo nacional. Ordenándose a estos fines la concertación de una Estrategia Nacional de Desarrollo, que: “Definirá la imagen-objetivo del país en el largo plazo y los principales compromisos que asumen los poderes del Estado y los actores políticos, económicos, sociales del país, tomando en cuenta su viabilidad social, económica y política. Para ello identificará los problemas prioritarios que deben ser resueltos, las líneas centrales de acción necesarias para su resolución y la secuencia de su implementación. Será resultado de un proceso de concertación y deberá ser aprobada por ley del Congreso de la República. Los avances logrados en la consecución de la imagen–objetivo serán evaluados cada 10 años con la participación de los actores mencionados”. 

Desde el 2007 la SEEPyD y el CONARE han encaminado esfuerzos para presentar al país, tanto para su discusión dentro del sector público como entre los sectores económicos, sociales y políticos y la ciudadanía en general, una propuesta de Estrategia Nacional de Desarrollo que parta, tal y como lo plantea la Ley 498-06, de la identificación de los problemas prioritarios que deben ser resueltos y de la formulación de objetivos y líneas de acción que permitan avanzar hacia la construcción de una visión país deseada. Este mandato legal cobra ahora más fuerza, ya que la nueva Constitución lo consagra de manera clara. 

Para llevar adelante esta tarea la SEEPyD y el CONARE actuaron en diferentes frentes que comprenden:

1. Elaboración de Documentos Temáticos en 32 áreas vinculadas al desarrollo económico, social, institucional y medioambiental que parten de una revisión de la documentación existente, resumen las aspiraciones, diagnósticos y propuestas de políticas, incluyendo los programas de los partidos, formuladas por distintas instancias a lo largo de la década 1998-2008.

2. Elaboración de Notas de Políticas con el propósito de obtener una visión técnica de los desafíos del desarrollo de la República Dominicana desde la perspectiva de las instituciones multilaterales de desarrollo, como CEPAL, Banco Mundial, PNUD y BID. También se cuenta con el análisis comparado de las experiencias de desarrollo de la República Dominicana y Corea, realizado por el Instituto Coreano de Desarrollo (KDI) como parte del Programa de Intercambio de Conocimiento.
3. Consultas técnicas a entidades y expertos gubernamentales y no gubernamentales para el enriquecimiento de los documentos temáticos y el levantamiento de opinión experta sobre la interrelación en el logro de un conjunto de objetivos.
4. Simulación de modelos económicos, con el propósito de evaluar la consistencia económica y la viabilidad de distintas metas a ser alcanzadas en el horizonte de vigencia de la Estrategia Nacional de Desarrollo.
5. Revisión documental de las estrategias nacionales de desarrollo o planes estratégicos de largo plazo, elaborados tanto en países de la región (México, Colombia, Costa Rica, Panamá, Trinidad y Tobago) como fuera de la región (Corea, Taiwán, Suecia, Andalucía y Valencia).

6. Levantamiento de información primaria de la ciudadanía a través de encuestas y grupos focales.

En este sentido, la propuesta de Estrategia Nacional de Desarrollo que la SEEPyD y CONARE presentarán para la discusión y debate desde el próximo el 15 de noviembre, se nutre de las reflexiones sobre la realidad nacional y sus perspectivas realizadas en el país en la última década. Asimismo incorpora las experiencias internacionales en materia de planificación estratégica, el análisis prospectivo de los desafíos que deberá enfrentar el país desde la óptica de instituciones multilaterales de cooperación, el enfoque de expertos y pruebas de consistencia. Aun así, esta propuesta de Estrategia Nacional de Desarrollo debe tomarse como lo que es: una formulación sistematizada que deberá ser debatida y enriquecida, para que efectivamente llegue a ser asumida por los distintos actores de la vida nacional como mapa de ruta de las políticas públicas y guía orientadora de las acciones privadas, de cara a la construcción del país que soñamos y deseamos edificar de aquí al año 2030.

La consecución de la propuesta de Imagen País ya esbozada se articula en torno al desarrollo de cuatro ejes estratégicos:

1) Un Estado con instituciones eficientes y transparentes, al servicio de una ciudadanía responsable y participativa, que garantiza la seguridad y promueve la paz y el desarrollo.

2) Una sociedad cohesionada, con igualdad de oportunidades y bajos niveles de pobreza y desigualdad.

3) Una economía articulada, innovadora y sostenible, con una estructura productiva que genera crecimiento sostenido y empleo de calidad y se inserta de forma competitiva en la economía global.

4) Un manejo sostenible del medio ambiente y una adecuada adaptación al cambio climático

Cada uno de estos ejes está orientado a la superación de restricciones que obstaculizan el avance hacia un mayor y mejor desarrollo del país.

Aunque no es un fin en sí mismo, el primer eje estratégico está vinculado al fortalecimiento de la institucionalidad y al aumento de la eficacia de la acción estatal, lo cual resulta indispensable para que la República Dominicana pueda enfrentar los retos existentes y por venir en materia económica, social y ambiental, en un marco de transparencia y eficiencia. No es fortuito que la mayor parte de los expertos y expertas consultados concluyeron que si se logra estructurar una administración pública eficiente, que actúe con ética y transparencia, orientada a la obtención de resultados, al servicio de la ciudadanía y el desarrollo nacional, se estaría allanando el camino para avanzar aceleradamente en el logro de otros objetivos en materia de desarrollo económico, social y ambiental. A este eje estratégico se encuentran asociados objetivos y líneas de acción en materia de efectividad de la administración pública, imperio de la ley, seguridad ciudadana, democracia participativa, ciudadanía responsable y seguridad nacional y convivencia pacífica.

El segundo eje estratégico es el de mayor trascendencia en el largo plazo. Está asociado al desarrollo humano de toda la población y a la superación de la pobreza y la inequidad social que afecta a una gran parte de la sociedad dominicana. La conformación de una sociedad cohesionada requiere el logro de objetivos en materia de educación, salud, seguridad social, igualdad de oportunidades, cohesión territorial, vivienda en entornos saludables, cultura, recreación y deportes.

El tercer eje estratégico está vinculado al desarrollo productivo y a la creación de condiciones para el crecimiento económico. Contempla garantizar condiciones a nivel macro, meso y micro para el desarrollo de una economía competitiva con capacidad de innovar y crear empleos de calidad. Asociado a este eje se encuentran objetivos y líneas de acción referidas a la estabilidad macroeconómica, energía confiable y eficiente, ambiente favorable a la competitividad e innovación, generación de empleo de calidad, articulación de la estructura productiva e integración competitiva al mercado global.

Finalmente, el cuarto eje está asociado con el enfrentamiento de los desafíos en materia de manejo sostenible de los recursos naturales, la calidad ambiental, el desarrollo de un eficaz sistema de gestión de riesgo y la adaptación al cambio climático.
Particularmente,  a fin de apuntalar el necesario proceso de reformular y reorientar el modelo económico vigente, la SEEPyD está trabajando desde ya con el propósito:

1. Definir criterios y parámetros para el diseño de un nuevo régimen de incentivos al desarrollo productivo y la atracción de las inversiones deseadas conforme a los objetivos de la Estrategia Nacional de Desarrollo, que sea consistente con las restricciones fiscales de la República Dominicana, el impulso a la eficiencia productiva hacia todo el aparato productivo nacional,  las tendencias en los mercados globales, así como con el cumplimiento de los compromisos de comercio tanto bilaterales como multilaterales, y de otros tratados vigentes. Se trata de identificar mecanismos de incentivo que apoyen la eficiencia y competitividad de las empresas y su capacidad de difundir progresos tecnológicos hacia otras actividades. Igualmente, se buscaría establecer parámetros indicativos del aporte de las nuevas empresas a las características productivas deseadas, a partir de una metodología y criterios preestablecidos que, en la medida de lo posible, minimicen  actitudes rentistas de parte de las empresas. 

2. Identificar, sobre la base de las capacidades productivas hasta ahora desarrolladas, cuáles actividades productivas presentan potencialidad para contribuir al desarrollo nacional, bien sea por el dinamismo de sus mercados globales, por la incorporación de progreso tecnológico con capacidad de expandirse al resto del aparato productivo, por implicar escalamientos significativos en las cadenas de valor, por su capacidad de interrelaciones con un conjunto amplio de actividades productivas o por el aprovechamiento más intenso de recursos naturales del país. Se tratará de identificar un conjunto de actividades productivas con potencial para el desarrollo de  ventajas competitivas basadas en eficiencia, agilidad, rapidez, flexibilidad, para sugerir las políticas públicas apropiadas al desarrollo de las potencialidades identificadas. Las políticas públicas sugeridas deberán abarcar tanto la provisión de bienes públicos que favorezcan la actividad productiva en general, como intervenciones específicas o sectoriales, tomando en cuenta las restricciones, de distinta índole, vigentes en la economía dominicana.  

3. Evaluar la actual institucionalidad pública existente en la República Dominicana para apoyar el desarrollo productivo, con el propósito de determinar su idoneidad para impulsar un proceso de transformación productiva en los términos planteados en la Estrategia Nacional de Desarrollo y recomendaciones de una nueva estructura institucional acorde con la realidad global, a la luz de mejores prácticas en materia de arreglos institucionales y de los objetivos planteados en la Estrategia Nacional de Desarrollo.
4. Identificar y desarrollar mecanismos de movilización de recursos financieros que puedan ser utilizados para apoyar al sector privado a concretar  iniciativas emprendedoras cónsonas con el proceso de transformación productiva.

5. Analizar la viabilidad e identificar posibles instrumentos inductores de una mayor articulación de la economía de Estados Unidos con el desarrollo productivo de las economías de República Dominicana, Haití y Puerto Rico, a partir del aprovechamiento conjunto en la subregión de las diferencias en dotación de factores productivos y la generación de complementariedades y sinergias 
Si asumimos que la Estrategia Nacional de Desarrollo es una carta de ruta para emprender un viaje que nos guíe por rumbo seguro para arribar al puerto del mejor país que deseamos a futuro, debemos convenir que por su naturaleza estratégica las líneas de acción que se acuerden marcarán también el rumbo en el diseño de políticas públicas coherentes y consistentes, con la flexibilidad necesaria para que los sucesivos gobiernos que nos conduzcan en los próximos veinte años puedan imprimir su sello distintivo a sus programas y proyectos. La Ley de Planificación e Inversión Pública y la Ley Orgánica de Presupuesto instituyen el Plan Nacional Plurianual del Sector Público y el Presupuesto Plurianual del Sector Público como  instrumentos a través de los cuales cada administración de Gobierno, mediante la ejecución de un conjunto de programas y proyectos, se esfuerza en avanzar hacia las metas en materia de desarrollo.

La concertación de una Estrategia Nacional de Desarrollo rebasa la voluntad de un gobierno o de un partido político. Debe convocar a toda la sociedad y hacer que la misma se identifique con los objetivos y metas compartidos y perseguidos. Es un proceso que para legitimarse en el tiempo demanda de la participación de todos los sectores políticos, económicos y sociales, a través de sus representantes, para ir monitoreando el grado de avance hacia las metas planteadas, identificar las desviaciones y proponer los correctivos adecuados. Por ello, como parte de la concertación de la Estrategia Nacional de Desarrollo, también se debe acordar un mecanismo de seguimiento y evaluación de su ejecución.

Queremos enfatizar que cualquier estrategia de desarrollo devendría en un ejercicio inútil a menos que motive el compromiso de los actores políticos y sociales. En este sentido, los partidos políticos y sus líderes deberían valorar la Estrategia Nacional de Desarrollo como una autopista de tres carriles que nos conduce siempre a un solo destino, que en nuestro caso sería la Visión-País que habremos de conceptar. Los que ejerzan el poder en cada oportunidad tendrán la opción de transitar por el carril de la derecha, del centro o de la izquierda, pero sin salirse de la autopista y siempre en la misma dirección. 

La propuesta de Estrategia Nacional de Desarrollo que la SEEPyD y el CONARE habrán de presentar próximamente a la sociedad dominicana parte de las siguientes premisas:

1) La población dominicana merece, aspira y está dispuesta a trabajar por una vida digna.

2) El logro de ese objetivo requiere un mecanismo de coordinación que identifique los puntos esenciales sobre los cuales se comparte una visión común.

3) El liderazgo político y cívico del país ha alcanzado el grado de madurez requerido para concertar los acuerdos fundamentales para el logro de objetivos de largo plazo, al margen de las pugnas y contingencias del momento. 

4) La ciudadanía dominicana tiene la voluntad para exigir el cumplimiento de los acuerdos alcanzados y penalizar, mediante instrumentos democráticos, las desviaciones no justificadas en el logro de las metas.

Señoras, Señores: la historia de los pueblos que han logrado el desarrollo enseña que el viaje es largo, cuesta sacrificios y no es para los “Martín Garata”, que gustan sólo aprovechar los mangos bajitos. El desarrollo es para aquellos que se atreven a emprender el viaje. Por fortuna, la historia económica, empresarial y social de República Dominicana está repleta de casos señeros impulsados por atrevidos. De hombres y mujeres, que han sabido, al decir de nuestro Pedro Mir, “desnudar la virgen cordillera y hacerla madre de hortalizas, de pan, de lienzo y techo”. O sea, madre de riqueza y desarrollo. Son las experiencias ejemplares de quienes sembraron y cosecharon de la tierra el tabaco, la caña, el cacao o el café, sumaron su espíritu industrioso y los transformaron en bienes de consumo de cada día, o en productos de excelencia que se convirtieron en fenómenos de mercado de clase mundial. 

Todos ustedes saben que aludo a nombres y apellidos, a marcas de nuestro medio empresarial que nos honran y enorgullecen. Que son lecciones que están ahí, para aprender de ellas, que nos indican que si queremos, podremos más que las dificultades y resistencias para desarrollarnos. Nos enseñan que podemos seguir conquistando, contra viento y marea de la competencia, los mercados y gustos más exigentes, doquiera que estén los potenciales compradores. Y no son cuentos. 

Sabemos cómo hacerlo. Lo demuestran múltiples productos como nuestra cerveza y nuestro ron. Sabemos avanzar. Lo hemos hecho en el turismo, por ejemplo. Desde Puerto Plata a Samaná, desde La Romana hasta Higüey, en Bávaro y Punta Cana. Desde estos polos y más allá de ellos, falta más y mejor turismo por desarrollar. 

Son muchos los casos de éxito que podríamos contar en tantas actividades e ilustrar con ellos la pujanza emprendedora de los dominicanos y dominicanas. Los hallamos en el béisbol de grandes ligas, en nuestros artistas que han diseminado el merengue y la bachata por todo el mundo, en aquellos que han emigrados y se destacan en otras naciones. En iniciativas exitosas de la sociedad civil que se multiplican en servicios de salud, educación, desarrollo comunitario, gestión de microcrédito, cultura y preservación del medio ambiente. En asociaciones de desarrollo provincial que han visionado las líneas maestras del futuro de sus comunidades. O en la banca, cuya solvencia consolidada fue puesta a prueba en medio de la turbulencia de los mercados financieros internacionales. En la competitividad que exhiben las cadenas de supermercados y megatiendas. O en las telecomunicaciones, que aunque con predominio de capital extranjero, muestran el rostro innovador del talento nacional.
Para iniciar el viaje de concertar una Estrategia de Desarrollo que nos enrumbe hacia la construcción de un país mejor, se requiere sobre todo unidad de propósitos y voluntad de cambio. Aprendamos de las lecciones de nuestros grandes emprendedores, sentemos, pues, ahora, la base del  país que queremos tener en el 2030.
